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		En la fecha, miércoles 12 de agosto del 2020, se fija el presente estado por el término legal, al iniciar la jornada legal establecida para el despacho judicial y se desfija en la misma fecha al terminar la jornada laboral del despacho.
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SIGCMA-SGC 


Barranquilla D.E.I.P, Once (11) de Agosto de dos mil veinte (2020) 


 


Radicado 08-001-33-33-002-2020-00121-00 


Acción TUTELA 


Accionante LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA 


Accionado 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 


COLPENSIONES 


Juez  EUGENIO RAFAEL FONSECA OVALLE 


 


I. ANTECEDENTES 


 
Procede el Despacho a resolver la acción de tutela instaurada el 29 de Julio de 2020 por la señora 


LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA, a través de apoderada contra la ADMINISTRADORA 


COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, por la presunta vulneración de su ius 


fundamentales a la VIDA DIGNA, SALUD, SEGURIDAD SOCIAL, MINIMO VITAL, y DERECHO 


A LA PENSION DE VEJEZ. 


 
La presente acción de tutela fue presentada el 29 de Julio de 2020 y por la formalidad del reparto 


correspondió su conocimiento a este Juzgado, que fue remitida ese mismo día al correo del 


juzgado adm02bqlla.@cendoj.ramajudicial.gov.co1. 


 
Por lo tanto, esta agencia judicial está dentro del término legal para resolver la acción de amparo 


deprecada. 


 
II. ACONTECER FÀCTICO. 


 
La acción de tutela se fundamenta en los siguientes hechos que a continuación se transcriben del 


libelo introductorio de la acción constitucional que nos ocupa: 


  


“1. La señora Luz Mila Támara de la Ossa, nació el día 04 de agosto de 1955.  


 


2. La señora Luz Mila Támara, cumplió 55 años de edad el 04 de agosto de 


2010.  


3. La señora Luz Mila Támara al 01 de Abril de 1994 contaba con 38 años de 


edad, lo cual la hizo acreedora del Régimen de Transición.  


 


                                                             
1 Por los Acuerdos PCSJA20-11517 del 15 de Marzo de 2020 y PCSJA20-11521 del 19 de Marzo 


de 2020, el honorable Consejo Superior de la Judicatura dispuso que los términos judiciales 


quedaban suspendidos hasta el 03 de Abril de 2020, con excepción de las actuaciones de tutela y 


de habeas corpus y dispuso que los Magistrados Jueces y Empleados Judiciales laboraran en sus 


casas. 



mailto:adm02bqlla.@cendoj.ramajudicial.gov.co
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4. La señora Luz Mila Támara, está próxima a cumplir 65 años de edad.  


 


5. La accionante fue afiliada al Sistema General de Seguridad Social en 


Pensiones al Instituto de Seguros Sociales, hoy Administradora Colombiana de 


Pensiones – COLPENSIONES –, por su empleador Enrique Samudio,  


 


6. La accionante fue afiliada desde el día diecinueve (19) de marzo de 1990.  


 


7. Desde el diecinueve (19) de marzo de 1990, su empleador efectuó el pago 


de las cotizaciones de manera ininterrumpida.  


 


8. Desde el día 13 de Septiembre de 2011, la accionante inicio el trámite de la 


solicitud de pensión de vejez, ante el Instituto de Seguro Social, tal como se 


evidencia de la Resolución Nº100092 del 07-02-2012, la cual se aporta.  


 


9. El trámite de solicitud pensional culminó con la Resolución N° VPB 22907 de 


01 de diciembre de 2014 con la cual se negó rotundamente el derecho 


pensional pese a que la demandante contaba con las 1000 semanas desde el 


19-03-2010 fecha en la que cumplió los 55 años de edad, por ser acreedora del 


Régimen de Transición.  


 


10. Como podemos ver, este trámite administrativo duró alrededor de 3 años.  


 


11. El 5 de junio de 2015, por medio de apoderado judicial se presentó 


demanda ordinaria laboral de dos instancias contra la Administradora 


Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES –, en la cual se solicitó, entre 


otras pretensiones, que se condenara a dicha entidad a reconocer y pagar mi 


pensión de vejez por cumplir con los requisitos del artículo 12 del Acuerdo 049 


de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990, a partir del 04 de agosto de 


2010, fecha en la cual la accionante cumplió la edad para acceder al derecho 


pensional y la densidad de cotizaciones y a reconocer y pagar el retroactivo 


pensional correspondiente a las mesadas pensionales causadas desde el 04 


de agosto de 2010, intereses de mora.  


 


12. La demanda quedó asignada al Juzgado Trece Laboral del Circuito de 


Barranquilla, bajo el radicado 08001310501320150022000  


 


13. El Juzgado Trece Laboral del Circuito de Barranquilla mediante Sentencia 


proferida el veintisiete (27) de julio de 2016 condenó a la demandada 


Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES –, a reconocer y 


pagar pensión de vejez a la accionante a partir de la fecha en que se acreditara 


el requisito de desafiliación al Sistema General de Pensiones.  
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14. La sentencia fue recurrida tanto por Colpensiones, como por la parte 


demandante.  


 


15. La Sala Primera de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito 


Judicial de Barranquilla mediante Sentencia de 06 de agosto de 2018, profirió 


sentencia en la cual resolvió modificar el numeral primero de la sentencia de 


primera instancia de fecha 27 de julio de 2016 proferida por la Jueza Trece 


Laboral del Circuito de Barranquilla en el sentido de indicar que: se condena a 


la demandada Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones –, a 


reconocer y pagar una pensión de vejez a partir del 13 de septiembre de 2011 


en cuantía de 1 smlmv, condena que liquidada a 30 de junio de 2018 una vez 


realizados los descuentos por aportes en salud, arrojó un total de $ 54.335.214 


y confirmó la sentencia apelada y consultada en todo lo demás.  


 


16. El día 28 de Enero de 2019, el juzgado trece laboral del circuito de 


barranquilla, notifica auto de obedézcase y cúmplase.  


 


17. El día 15-03-2019 se fija en lista liquidación de costas y agencias en 


derecho  


 


18. En fecha 26-03-2019 Se notifica auto que aprueba costas.  


 


19. El 15 de mayo de 2019 se solicitó al Juez Trece Laboral del Circuito de 


Barranquilla librar mandamiento de pago contra la Administradora Colombiana 


de Pensiones – Colpensiones –, para que procediera a dar cumplimiento a la 


sentencia proferida dentro del presente proceso.  


 


20. El Juez Trece Laboral del Circuito de Barranquilla mediante auto de 30 de 


mayo de 2019 resolvió abstenerse de librar el mandamiento de pago 


deprecado contra la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones 


–, y de contera las medidas cautelares solicitadas, por considerar que 


COLPENSIONES contaba con 10 meses para dar cumplimiento a la sentencia.  


 


21. Se presentó acción de tutela contra la decisión del juez, la cual no 


prosperó.  


 


22. El auto fue recurrido, pero desafortunadamente al ver que ya habían 


pasado los 10 meses y no había pronunciamiento del Tribunal Superior del 


Distrito Judicial, se decidió desistir de ello, a lo cual el día se accedió al 


desistimiento mediante auto de fecha 28 de Febrero de 2020.  
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23. Desafortunadamente nos encontramos en esta emergencia desde el mes 


de Marzo de 2020.  


 


24. Hasta el momento COLPENSIONES no ha dado cumplimiento a la 


sentencia proferida, pese a haber transcurrido más de los 10 meses conforme 


a la decisión del Juez  


 


25. Tocaría volver a solicitar que se libre mandamiento de pago, lo cual es algo 


que atentaría y alargaría el derecho de la accionante de disfrutar el derecho 


pensional que se le ha otorgado a través de sentencia judicial, toda vez que el 


auto que libre mandamiento de pago es susceptible de recursos y conllevaría 


posiblemente a que se remita el caso nuevamente a segunda instancia.  


 


26. Colpensiones debió haber dado cumplimiento a la sentencia e incluir a la 


accionante en nómina de pensionados, pagar su retroactivo pensional y no 


esperar a que se emita mandamiento ejecutivo para ello, lo cual se considera 


un acto de mala fe y desacato a las disposiciones judiciales.  


 


27. Ya la accionante esta próxima a cumplir con 65 años de edad y ha tenido 


que esperar 9 años y no se sabe cuántos años más para disfrutar su pensión, 


siendo este el único ingreso económico para su subsistencia.  


28. La accionante es una persona que laboró como empleada doméstica, su 


pensión es su único ingreso, no saben cómo ha subsistido en este tiempo, no 


tiene, ni un esposo que vean por ella, razón por la cual anhelo 


desesperadamente que se materialice su derecho pensiona.  


 


29. A lo anterior se suma que se encuentra sin servicios de salud, está 


desafiliada en virtud de que el Juez de primera instancia había condicionado la 


fecha de reconocimiento desde la fecha de desafiliación del sistema, lo cual se 


hizo desde el 30 de Julio de 2016.  


 


30. Si bien contamos con un medio de defensa como lo es iniciar nuevamente 


el trámite del proceso ejecutivo, debo señalar que en este caso urge que la 


accionante cuente con ese derecho y la verdad no se ven garantías, pues así 


como va, donde ya han pasado 9 años en esta lucha, no nos gustaría que 


Colpensiones saliera con una actuación que alargaría este asunto 


interponiendo recursos, o esperando que se embarguen las cuentas para 


cumplir a la fuerza.  


 


31. Es un derecho que la accionante se ha ganado con su esfuerzo y ya son 65 


años de edad que va a cumplir.  
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32. Es evidente que COLPENSIONES al no dar cumplimiento de manera 


voluntaria a la sentencia ya ejecutoriada desde el 2018, está vulnerando los 


derechos fundamentales de la accionante como son: a una vida digna, pues 


está pasando necesidades, no tiene ninguna otra fuente de ingresos, no tiene 


hijos, ni i esposo que vean por ella, por lo tanto estos recursos son su fuente de 


subsistencia, esta conducta silente de Colpensiones vulnera el derecho a la 


salud, pues estoy desafiliada del sistema de salud, y si estuviera percibiendo su 


pensión y si la hubieran incluido en nómina, estaría vinculada al sistema de 


seguridad social en salud, estamos en presencia de una persona próxima a 


cumplir 65 años de edad, donde se requiere tener el servicio médico con mas 


urgencia, Colpensiones vulnera el mínimo vital, pues reitero este es mi única 


fuente de ingreso., vulnera el derecho a la seguridad social y a la pensión de 


vejez, y así mismo vemos como desacata las órdenes judiciales, así con estas 


conductas, no existen garantías”.  


 
III. PRETENSIONES 


 


La parte accionante solicita al Juez Constitucional, disponer y ordenar lo siguiente: 


 


“PRIMERO: TUTELAR los derechos constitucionales fundamentales de la 


accionante como son: Derecho a la una vida digna, la salud, la seguridad 


social, el mínimo vital, derecho a la pensión de vejez, consagrados en la 


Constitución Política para todos los habitantes del país. 


 


SEGUNDO: En consecuencia, sírvase ORDENAR a la ADMINISTRADORA 


COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES proceda a cumplir las 


sentencias proferidas dentro del proceso ordinario laboral con radicado 


08001310501320150022000, de fechas 27 de Julio de 2017 y 18 de Agosto de 


2018.  


 


TERCERO: Se ORDENE a COLPENSIONES a incluir a la demandante en 


nómina de pensionados y afiliarla al Sistema General de Seguridad Social en 


Salud. 


 


CUARTO: ORDENAR a COLPENSIONES a pagar a la accionante las 


mesadas pensionales causadas desde el 13 de Septiembre de 2011 hasta la 


fecha y de las que se sigan causando, tal como se ordenó a través de 


sentencia de segunda instancia de fecha 06 de Agosto de 2018, proferida 


dentro de proceso ordinario, ya debidamente ejecutoriada. 


  


TERCERO: (sic) Que se ORDENE a COLPENSIONES a que cese todo acto 


que conlleve a la vulneración de los derechos fundamentales de la accionante”. 
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IV. ACTUACIÓN PROCESAL 


 


Mediante auto de fecha 29 de Julio de 2020, el Despacho dispuso la admisión de la acción de 


tutela epigrafíada, proveído que fue notificado a las partes mediante anotación en estado 


electrónico No. 086 del 30 de Julio de 2020 y notificado al buzón de notificaciones judiciales 


habilitados por las partes. 


 


La entidad accionada –COLPENSIONES- a la fecha del presente fallo no había rendido  el informe 


solicitado mediante auto fecha 07 de Agosto de 2020. 


 


V. INTERVENCIÓN DE LAS PARTE ACCIONADA 


 


 ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES - COLPENSIONES 


 
La entidad accionada ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES – COLPENSIONES no 


presentó el informe solicitado bajo la égida del artículo 19 del Decreto 2591 de 1991. 


 
VI. PRUEBAS APORTADAS 


 


 Parte Accionante 


 
Acompañó con el libelo de acción de tutela copia de los siguientes documentos: 


 


 Resolución No. 100092 del 20120207 proferida por el Jefe del Departamento de Atención 


al Pensionado de la Seccional Atlántico del Instituto de los Seguros Sociales “por medio 


de la cual se resuelve una solicitud de prestaciones económicas en el Régimen Solidario 


de Prima media con Prestación definida del Sistema General de Pensiones” en la que se 


resuelve negar la pensión de vejez a la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA. 


 Cédula de ciudadanía de la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA. 


 Escrito de la acción de tutela promovida, el 15 de julio de 2019, por la señora LUZ MILA 


TAMARA DE LA OSSA en contra del Jugado 13 Laboral del Circuito de Barranquilla. Se 


anexa el acta de reparto correspondiente.- ii) Poder conferido por la señora LUZ MILA 


TAMARA DE LA OSSA a la doctora YOLIVETH ESTHER CASTAÑO AVILA para que 


promueva la presente acción de tutela en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 


DE PENSIONES – COLPENSIONES 


 i) Auto admisorio de la demanda ordinaria laboral presentada por LUZ MILA TAMARA DE 


LA OSSA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 


COLPENSIONES proferido por el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Barranquilla el 10 


de Junio de 2015.- ii)Auto de fecha 10 de Septiembre de 2015 por el cual el Juzgado 13 


Laboral del Circuito de Barranquilla da por contestada la demanda y fija fecha para 


audiencia de conciliación, decisión de excepciones previas, saneamiento, fijación del 


litigio, decreto de pruebas, audiencia de trámite y de fallo.- iii) Sentencia del 27 de Julio de 
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2016 proferida por el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Barranquilla dentro del caso 


No. 018001-31-050123-2015-00220 en la cual se condena a COLPENSIONES a 


reconocer y pagar una pensión de vejez a la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA a 


partir de la fecha en la cual la misma acredite el requisito de desafiliación al sistema 


general de pensiones conforme al artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990.- iv) Del acta de la 


audiencia realizada el 06 de Agosto de 2018 por la Sala Primera de Decisión Laboral del 


honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla dentro del proceso No. 


018001-31-050-123-2015-00220  seguido por la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA 


contra la Administradora Colombiana de Pensiones.- Se dejó constancia en el acta citada 


que la sala laboral modificó el numeral primero de la sentencia de primera instancia en el 


sentido que ordenó a COLPENSIONES a reconocer una pensión de vejez a la señora 


TAMARA DE LA OSSA equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente a partir del 


13 de Septiembre de 2011.- v) Liquidación de costas y agencias en derecho efectuada en 


el Juzgado Trece laboral del Circuito de Barranquilla. 


 Escrito a través del cual se aporta el vínculo donde se puede escuchar el fallo de segunda 


instancia proferida por la Sala Primera de Decisión Laboral del Tribunal Superior del 


Distrito Judicial de Barranquilla. 


 Escrito de solicitud de cumplimiento de sentencia proferida dentro del proceso radicado 


2015-00220 presentado por el apoderado de la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA 


ante el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Barranquilla- ii) Auto calendado 30 de mayo 


de 2019 por el cual el Juzgado  Trece Laboral del Circuito de Barranquilla se abstiene de 


librar mandamiento de pago  en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 


PENSIONES – COLPENSIONES así como también de las medidas cautelares 


deprecadas por el apoderado de la señora TAMARA DE LA OSSA.- iii) Recurso de 


reposición y en subsidio de apelación interpuesto por la señora LUZ MILA TAMARA DE 


LA OSSA, a través de apoderado judicial, en contra del auto del 31 de mayo de 2019 


proferido por el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Barranquilla por el cual se abstiene 


de librar mandamiento de pago  en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 


PENSIONES – COLPENSIONES así como también de las medidas cautelares 


solicitadas.- iv) Auto del 26 de Julio de 2019 por el cual el Juzgado Trece Laboral del 


Circuito de Barranquilla resuelve el recurso de reposición interpuesto en contra del 


proveído del 31 de Mayo de 2019 confirmando su decisión de no librar mandamiento de 


pago en contra de COLPENSIONES y concediendo el recurso de apelación subsidiaria 


para ante la Sala laboral del honorable Tribunal Superior de Barranquilla.- v) Escrito de 


desistimiento del recurso de apelación subsidiario interpuesto en contra del auto del 31 de 


mayo de 2019 presentado ante la Sala Laboral del Tribunal Superior de Barranquilla.- vi) 


Auto de fecha 28 de Febrero de 2020 por el cual la Sala Primera de Decisión Laboral del 


Tribunal Superior de Barranquilla acepta desistimiento de la alzada subsidiaria propuesta 


en contra de la providencia del 31 de mayo de 2019 proferida por el Juzgado Trece 


Laboral del Circuito de Barranquilla. 


 


VII. COMPETENCIA 
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El artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 que establece la competencia de los jueces para conocer 


de las acciones de tutela. La norma prementada dispone: 


 


“Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o 


tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza 


que motivaren la presentación de la solicitud” 


 


Lo anterior en armonía con lo consagrado en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, 


modificado por el Decreto 1983 de 2017 que reza: 


 


"Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces 


jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren 


la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos conforme a 


las siguientes reglas: 


 


2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 


organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su 


conocimiento en primera instancia, a los jueces del circuito o con igual 


categoría..." 


 


De acuerdo con la jurisprudencia Constitucional, respecto a las normas de competencia: 


 


"(...) las únicas normas que determinan la competencia en materia de tutela son 


el artículo 86 de la Constitución, que señala que ésta se puede interponer ante 


cualquier juez, y el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, que establece la 


competencia territorial y la de las acciones de tutela que se dirijan contra los 


medios de comunicación, la cual asigna a los jueces del circuito2. 


 


"El decreto reglamentado 1382 de 2000, no puede, por su inferior jerarquía, 


modificar tales disposiciones razón por la cual se ha entendido que las reglas 


que contiene son simplemente de reparto, y no de competencia. Precisamente, 


la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 


Estado desestimó, mediante sentencia de julio 18 de 2002, la mayoría de los 


cargos de nulidad contra el mencionado acto administrativo, pues consideró 


que no era contrario al artículo 86 de la Constitución porque establecía normas 


de reparto y no de competencia (.. )3". 


 


                                                             
2 Corte Constitucional. auto 124 de 2009, ver también auto 198 de 2009 
3. Auto 170 a de 2003. reiterados en autos A 165/05, A 167/05, A 169/06, A312-06, A 095/06. 


entre otros 
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Así las cosas, en concordancia con las normas legales y jurisprudenciales, indicadas ut supra y lo 


consignado en el Auto 124 de 20094 este Despacho es competente para conocer de la presente 


acción de tutela. 


 


VI. CONSIDERACIONES 


 


 Problema jurídico 


 


En el presente asunto de raigambre constitucional, el problema jurídico planteado se contrae a 


determinar sí la autoridad accionada, esto es, la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 


PENSIONES - COLPENSIONES, vulnera a la accionante, LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA, sus 


ius fundamentales a la VIDA DIGNA, SALUD, SEGURIDAD SOCIAL, MINIMO VITAL, y 


DERECHO A LA PENSION DE VEJEZ, al no dar cumplimiento a la sentencia de 27 de julio de 


2016 proferida por el Juzgado Trece Laboral de Circuito, modificada por la Sala Primera de 


Decisión Laboral del honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, que en 


sentencia de segunda instancia de fecha 06 de agosto de 2018, ordenó reconocer y pagar a la 


accionante una pensión de vejez equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente a partir del 


13 de Septiembre de 2.011. 


 


Para resolver el presente asunto constitucional, el Despacho hará referencia previa a los 


siguientes ejes temáticos: 


 


1. Test de procedibilidad de la acción de tutela. 


 


2. Marco jurídico y la procedencia de la acción de tutela para proteger los derechos 


fundamentales a la salud, vida digna y seguridad social. 


 


3. Caso concreto. 


 


 Test de procedibilidad 


 


Antes de entrar a estudiar el fondo del asunto, es preciso anotar que al Juez constitucional  le 


asiste el imperativo categórico de  analizar en sus fallos los criterios jurídicos de procedibilidad de 


la solicitud de amparo que ha sido sometida a su conocimiento, pues sólo de esa manera se 


puede determinar si ésta es procedente, bien como mecanismo pleno para la protección de los 


derechos, ora como transitorio para evitar un perjuicio irremediable en caso de que el medio de 


defensa judicial ordinario existente no resulte eficaz para la protección de los ius fundamentales 


reclamados.   


 


                                                             
4 ibídem 
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Los siguientes, son algunos de los aspectos a tener en cuenta para que la acción de tutela resulte 


procedente: 


 


a. Que no exista otro mecanismo de defensa judicial 


 


b. Que en caso de existir, no sea idóneo. 


 


c. Que exista un perjuicio inminente e irremediable, en caso de existir otro mecanismo de 


defensa judicial para que proceda como mecanismo transitorio. 


 


En tal virtud, el despacho procederá a decidir el asunto constitucional sometido a consideración 


para determinar si a la accionante, como ya se dijo, se le han vulnerado o no sus DERECHOS 


FUNDAMENTALES a la VIDA DIGNA, SALUD, SEGURIDAD SOCIAL, MINIMO VITAL, y 


DERECHO A LA PENSION DE VEJEZ, en los estrictos términos de la Constitución Política de 


Colombia de 1991, y la pauta Jurisprudencial de la Corte Constitucional. 


 


En sintonía con el problema jurídico planteado, el despacho hará breves referencias sobre los 


tópicos que están íntimamente ligados con el asunto materia de resolución judicial, tales como: 


derecho a la salud, vida y seguridad social. 


 


 Marco jurídico 


 


La acción constitucional que hoy ocupa la atención de este operador judicial, tiene como marco 


normativo las siguientes disposiciones: 


 


1. El Art. 86 de la Constitución Política, señala lo siguiente:  


(…) 


“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 


todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por 


sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 


sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 


resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 


autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que aquel 


respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.  


 


El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 


competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su 


eventual revisión.  


 


Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 


de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 


para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de 







ACCIÓN TUTELA -PRIMERA INSTANCIA-  
RADICADO 08-001-33-33-002-2020-00121-00 


ACCIONANTE LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA 


ACCIONADOS ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES - COLPENSIONES) 


 


11 


 


diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley establecerá los 


casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de 


la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 


directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle 


en estado de subordinación o indefensión”. 


 


2. El artículo 1º de la carta política prevé 


 


“Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 


unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 


democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 


humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 


prevalencia del interés general”. 


 


3. El inciso final del artículo 13 del Estatuto Superior expresa: 


“El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 


económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 


manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 


 


4. El artículo 48 ibídem consagra: 


 


“La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se 


prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los 


principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que 


establezca la Ley. 


 


Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad 


Social. 


 


El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la 


cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los 


servicios en la forma que determine la Ley. 


 


La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 


conformidad con la ley. 


 


(…) 


 


<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo 


texto es el siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad 


financiera del Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo 


a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté 



http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2005.html#1
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a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a 


la entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la 


sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas. 


 


(…) 


 


Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto 


es el siguiente:> Para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir 


con la edad, el tiempo de servicio, las semanas de cotización o el capital 


necesario, así como las demás condiciones que señala la ley, sin perjuicio de lo 


dispuesto para las pensiones de invalidez y sobrevivencia. Los requisitos y 


beneficios para adquirir el derecho a una pensión de invalidez o de 


sobrevivencia serán los establecidos por las leyes del Sistema General de 


Pensiones. 


 


(…) 


 


<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo 


texto es el siguiente:> Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en 


cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las 


cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal 


mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar los casos en que se 


puedan conceder beneficios económicos periódicos inferiores al salario 


mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan con las condiciones 


requeridas para tener derecho a una pensión. 


(…)”. 


 


 El principio de subsidiariedad de la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 


  


1. El principio de subsidiariedad de la tutela aparece claramente expresado en el artículo 86 de la 


Constitución, al precisarse en él que: “Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga 


de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para 


evitar un perjuicio irremediable”. 


 


Ha manifestado así mismo la Corte Constitucional que, en cuanto el ordenamiento jurídico cuenta 


con un sistema judicial de protección de los derechos constitucionales, incluyendo por supuesto 


los que tienen la connotación de fundamentales, la procedencia excepcional de la tutela se justifica 


en razón a la necesidad de preservar el orden regular de competencias asignadas por la ley a las 


distintas autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su paulatina 


desarticulación sino también garantizar el principio de seguridad jurídica5. 


                                                             
5 Sentencia SU-037 de 2009 



http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2005.html#1

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2005.html#1
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Ha destacado la jurisprudencia que la protección de los derechos constitucionales no es un asunto 


que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela. En la medida en que la Constitución 


del 91 le impone a las autoridades de la República la obligación de proteger a todas las personas 


en sus derechos y libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los diversos mecanismos 


judiciales de defensa previstos en la ley han sido estatuidos para garantizar la vigencia de los 


derechos constitucionales, incluidos los de carácter fundamental. De ahí que la propia Carta le 


haya reconocido a la tutela un carácter subsidiario frente a los demás medios de defensa judicial, 


los cuales se constituyen entonces en los instrumentos preferentes a los que deben acudir las 


personas para lograr la protección de sus derechos. 


 


Sobre el punto, ha dicho la Corte: 


 


“[L]a acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los 


derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un 


instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva 


aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél 


ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo 


para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es 


objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una 


autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través 


de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración 


las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente 


afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios 


judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que 


la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y 


esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos 


fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”6. 


 


El carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la obligación de desplegar todo 


su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro del 


ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos fundamentales. Tal imperativo 


constitucional pone de relieve que para acudir a la acción de tutela el peticionario debe haber 


actuado con diligencia en los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta 


injustificada de agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia del mecanismo 


de amparo establecido en el artículo 86 Superior. 


 


2. No obstante lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha establecido dos excepciones al 


principio de subsidiariedad de la acción de tutela: (i) la primera está consignada en el propio 


artículo 86 Constitucional al indicar que aun cuando existan otros medios de defensa judicial, la 


                                                             
6 Sentencia T-106 de 1993. Véase igualmente, entre otras, las sentencias SU-544 de 2001, T-983 


de 2001, T-514 de 2003, T-1017 de 2006, SU-037 de 2009. 
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tutela es procedente si con ella se pretende evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. (ii) La 


segunda, prevista en el artículo 6 el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, 


señala que también procede la acción de tutela cuando el mecanismo ordinario de defensa no es 


idóneo ni eficaz para la protección inmediata y plena de los derechos fundamentales en juego; 


caso  en el cual opera como mecanismo definitivo de protección. De este modo, en las dos 


situaciones descritas, se ha considerado que la tutela es el mecanismo procedente para proteger 


de manera transitoria o definitiva, los derechos fundamentales, según lo determine el juez de 


acuerdo a las circunstancias que rodean el caso concreto.  


 


Al respecto, la jurisprudencia “ha precisado que únicamente se considerará que un perjuicio es 


irremediable cuando, de conformidad con las circunstancias del caso particular, sea: (a) cierto e 


inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación 


razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que 


lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, 


en el sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se 


consume un daño antijurídico en forma irreparable.”7 


 


Siguiendo estos criterios, la Corte ha conceptualizado el perjuicio irremediable en los siguientes 


términos: 


 


"(…) De acuerdo con la doctrina constitucional pertinente, un perjuicio 


irremediable se configura cuando el peligro que se cierne sobre el derecho 


fundamental es de tal magnitud que afecta con inminencia y de manera grave 


su subsistencia, requiriendo por tanto de medidas impostergables que lo 


neutralicen. Sobre las características jurídicas del perjuicio irremediable la 


Corte dice en su jurisprudencia lo siguiente: 


 


En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este 


exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así 


lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo 


lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento 


sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero 


que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben 


requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde 


una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia 


del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. 


Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que 


respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación 


de un daño antijurídico irreparable”.8 (Negrillas fuera de texto) 


 


                                                             
7 T-494 de 2010 
8 Sentencias T-634 de 2006 y    T-1316 de 2001. 
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3. Adicionalmente, es importante indicar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 


considerado como condición necesaria para establecer la procedencia de la acción de tutela, que 


el perjuicio irremediable se encuentre acreditado en el expediente, así sea en forma sumaria. No 


obstante, la Corporación ha aclarado que el accionante puede cumplir con esta carga, 


mencionando al menos los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de un perjuicio 


irremediable, en consideración a la jerarquía de los derechos cuyo amparo se solicita mediante la 


acción de tutela y a la naturaleza informal de este mecanismo de defensa judicial. 


Específicamente, ha dicho la Corte:  


 


“No obstante, aunque la prueba del perjuicio irremediable es requisito de la 


procedencia de la tutela, la Corte ha sostenido que la misma no está 


sometida a rigurosas formalidades. Atendiendo a la naturaleza informal y 


pública de la acción de tutela, así como a la jerarquía de los derechos cuya 


protección se solicita, la prueba del perjuicio irremediable puede ser 


inferida de las piezas procesales. Así pues, al afectado no le basta con 


afirmar que su derecho fundamental se enfrenta a un perjuicio 


irremediable, es indispensable que, atendiendo a sus condiciones 


personales, explique en qué consiste dicho perjuicio, señale las 


condiciones que lo enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de 


juicio que le permitan al juez de tutela verificar la existencia del 


elemento en cuestión”.9(Negrillas fuera de texto) 


 


4. En cuanto a la segunda excepción, es decir, la relativa a que el medio de defensa ordinario no 


sea eficaz ni idóneo para la protección de derechos fundamentales, ha dicho la Corporación que, 


al evaluar el mecanismo alternativo del ordenamiento jurídico, éste “(…) tiene que ser suficiente 


para que a través de él se restablezca el derecho fundamental violado o se proteja de su 


amenaza, es decir, tiene que existir una relación directa entre el medio de defensa judicial y la 


efectividad del derecho. Dicho de otra manera, el medio debe ser idóneo para lograr el cometido 


concreto, cierto, real, a que aspira la Constitución cuando consagra ese derecho”10. Así las cosas, 


si el medio judicial concreto no cumple con dichas características, y por el contrario, el derecho 


fundamental en juego no puede ser restablecido, procede la solicitud de amparo constitucional 


como medio definitivo de protección al bien jurídico. 


 


 Derecho a la vida digna 


 


La vida es un derecho fundamental del ser humano que se encuentra consagrado en el artículo 11 


de la Carta Política, y precisamente es el primer derecho fundamental que se enlista en el titulo 


segundo, de las garantías derechos y deberes que consagra nuestra lex legis. 


 


                                                             
9 Sentencias T-932 de 2012,  T-290 de 2005. 
10 Criterio reiterado, entre otras en las Sentencias T-232 de 2013, T-932 de 2012, T-191 de 2010, 
T-003 de 1992.  
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Nuestro supremo órgano de Cierre Constitucional, ha señalado en diversas sentencias que el 


derecho a la vida, en sí mismo considerado, no es un concepto restrictivo, que no se limita 


solamente a la idea reducida de peligro de muerte, sino que es un concepto que se extiende a la 


posibilidad de una recuperación en la salud de la persona. 


 


Respecto del derecho a la vida, la Corte Constitucional en Sentencia T-416 de 2001, enfatizó: 


 


"El derecho a la vida en sí mismo considerado, no es un concepto restrictivo 


que no se limita solamente a la idea reducida  de peligro de muerte, sino que 


es un concepto que se extiende a la posibilidad concreta de recuperación y 


mejoramiento de las condiciones de salud, en la medida en que ello sea 


posible, cuando éstas condiciones se encuentran debilitadas o lesionadas y 


afecten la calidad de vida de las personas o las condiciones necesarias para 


garantizar a cada quien, una existencia digna".11 


 


En línea de lo expuesto, es importante reiterar que la Corte Constitucional, en sentencia T-926 de 


1999, ya había señalado el carácter fundamental de la vida en los siguientes términos: 


 


"El derecho fundamental a la vida que garantiza la Constitución -preámbulo y 


artículos 1, 2 y 11-, no se reduce a la mera existencia biológica, sino que expresa 


una relación necesaria con la posibilidad que les asiste a todas las personas de 


desarrollar dignamente todas las facultades inherentes al ser humano.  Sin duda, 


cuando se habla de la posibilidad de existir y desarrollar un determinado proyecto 


de vida, es necesario pensar en las condiciones que hagan posible la expresión 


autónoma y completa de las características de cada individuo en todos los 


campos de la experiencia." 12 


 


De lo expuesto, se colige con diafanidad que la vida es un bien preciado y un derecho fundamental 


que no solo comprende la existencia biológica, sino también la existencia en condiciones dignas; 


en tal sentido ha manifestado la Honorable Corte Constitucional que para su protección, en 


materia de salud, no es necesario que el paciente se encuentre al borde de la muerte para que 


sea procedente la protección a través del mecanismo de la acción de tutela. 


 


 Noción de salud 


 


Ahora bien, en lo que respecta a la salud como ius fundamental, a título de prefacio es importante 


precisar su noción, que en términos de la organización mundial de la salud, se define así: 


                                                             
11 Sentencia T-416 del veintiséis (26) de abril de dos mil trece (2013). Magistrado Ponente: Dr. 
Marco Gerardo Monroy Cabra  
12 Sentencia T-926 del dieciocho (18) de noviembre de mil novecientos noventa y nueve (1999). 


Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. 
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“La salud es un estado de completo bienestar, físico, mental y social, y   no 


solamente la ausencia de afecciones o enfermedades” 


 


Nuestra carta política en su artículo 49 indica: “La atención de la salud y el saneamiento ambiental 


son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los 


servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. 


 


Conforme a la sentencia T-760 del 31 de julio de 2008, el Órgano De Cierre Constitucional 


respecto a la noción de salud, señaló lo siguiente: 


 


“la jurisprudencia constitucional, desde su inicio, ha reconocido que la salud 


“(…) es un estado variable, susceptible de afecciones múltiples, que inciden en 


mayor o menor medida en la vida el individuo”. La “salud”, por tanto, no es una 


condición de la persona que se tiene o no se tiene. Se trata de una cuestión de 


grado, que ha de ser valorada específicamente en cada caso. Así pues, la 


salud no solo consiste en la “ausencia de afecciones y enfermedades” en una 


persona. Siguiendo a la OMS, la jurisprudencia constitucional ha señalado que 


la salud es “un estado completo de bienestar físico, mental y social” dentro del 


nivel posible de salud para una persona”. 


 


En sentencia T-505 de 2015, con ponencia del doctor Luis Guillermo Guerrero Pérez la Corte 


Constitucional sobre el tema del derecho a la salud y la continuidad de su prestación expresó: 


 


3.5.1. La Constitución Política en el artículo 49 establece el carácter dual de 


derecho y servicio público de la salud, garantizando a todas las personas el 


acceso a su promoción, prevención y recuperación; y endilgando al Estado la 


obligación de organizar, dirigir y reglamentar la prestación de dicho servicio. 


 


Por virtud de dicha dualidad, la salud adquiere características distintas frente a 


los dos escenarios en los cuales se desarrolla. Así, al tratarse de un derecho, el 


mismo deberá garantizarse de manera oportuna13, eficiente y con calidad, de 


conformidad con los principios de continuidad e integralidad14; y en lo que 


respecta a su rol de servicio público, éste deberá regirse por los tres principios 


establecidos por la Constitución (CP art. 48), a saber: eficiencia, universalidad y 


solidaridad. 


 


                                                             
13 En la Sentencia T-073 de 2012, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, se indicó que esta característica 


implica “que el usuario debe gozar de la prestación del servicio en el momento que corresponde para 


recuperar su salud, sin sufrir mayores dolores y deterioros. Esta característica incluye el derecho al 


diagnóstico del paciente, el cual es necesario para establecer un dictamen exacto de la enfermedad que 


padece el usuario, de manera que se brinde el tratamiento adecuado.” 
14 Sentencia T-460 de 2012, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, en la cual cita la Sentencia T-760 de 2008. 
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Estos últimos son desarrollados por la Ley 1751 de 2015 en la que además se 


adiciona el principio de integralidad15. 


(…) 


Sin embargo, en años recientes, la salud ha sido categorizada como un 


derecho fundamental, al considerar que contribuye –desde una perspectiva 


subjetiva– a la realización de las funciones y actividades propias del ser 


humano, lo que genera a su vez mayores probabilidades de alcanzar un 


proyecto de vida, como garantía directamente vinculada con los derechos de 


libertad. En este orden de ideas, en una de las sentencias más importantes 


sobre el tema, se señaló que: 


 


“Así pues, considerando que ‘son fundamentales (i) aquellos derechos respecto 


de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo 


derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad 


humana y sea traducible en un derecho subjetivo’, la Corte señaló en la 


Sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, 


‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva 


derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que 


algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque 


de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas 


que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios 


específicos a los que las personas tienen derecho.”16 


 


Este reconocimiento del carácter ius fundamental del derecho a la salud 


también fue adoptado por el legislador en la citada Ley 1751 de 2015, en la que 


se regula su marco genérico de protección. Sobre el particular, se dispone que:  


 


“Artículo 2. Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la salud. El 


derecho fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y 


en lo colectivo. 


 


Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y 


con calidad para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. El 


Estado adoptará políticas para asegurar la igualdad de trato y oportunidades en 


el acceso a las actividades de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, 


rehabilitación y paliación para todas las personas. De conformidad con el 


artículo 49 de la Constitución Política, su prestación como servicio público 


esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, 


organización, regulación, coordinación y control del Estado”.  


 


                                                             
15 Ley 1751 de 2015, art. 8.  
16 Sentencia T-760 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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 Derecho al mínimo vital 


 


Sobre el concepto de mínimo vital la Corte ha expuesto: 


 


“El concepto de mínimo vital, de acuerdo con la jurisprudencia, debe ser 


evaluado desde un punto de vista desde de la satisfacción de las necesidades 


mínimas del individuo, por lo cual es necesario realizar una evaluación de las 


circunstancias de cada caso concreto, haciendo una valoración que se 


encamine más hacia lo cualitativo que a lo cuantitativo, verificándose que quien 


alega su vulneración tenga las posibilidades de disfrutar de la satisfacción de 


necesidades como la alimentación, el vestuario, la salud, la educación, la 


vivienda y la recreación, como mecanismos para hacer realidad su derecho a la 


dignidad humana.17 (…)” 


 


 La seguridad social como derecho fundamental y su protección por medio de la acción 


de tutela. Reiteración de jurisprudencia 


 


La Corte Constitucional sobre el derecho a la seguridad social indicó recientemente:18 


 


1”. El artículo 48 de la Constitución Política consagra el derecho a la seguridad 


social bajo una doble connotación: i) como derecho fundamental; y ii) como un 


servicio público de carácter obligatorio que se presta bajo la dirección, 


coordinación y control del Estado19.  


 


Esta garantía fundamental “surge como un instrumento a través del cual se le 


garantiza a las personas el ejercicio de sus derechos fundamentales cuando se 


encuentran ante la materialización de algún evento o contingencia que mengüe 


su estado de salud, calidad de vida y capacidad económica, o que se 


constituya en un obstáculo para la normal consecución de sus medios mínimos 


de subsistencia a través del trabajo”20. Su fundamentalidad se sustenta en el 


principio de dignidad humana en virtud del cual “resulta posible que las 


personas afronten con decoro las circunstancias difíciles que les obstaculizan o 


                                                             
 
18 Sentencia T-281 de 2018. M.P. José Fernández Reyes Cuartas 
19 Artículo 48. “La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la 


dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad, en los términos que establezca la Ley. Se garantiza a todos los habitantes el derecho 
irrenunciable a la Seguridad Social. El Estado, con la participación de los particulares, ampliará 
progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la 
forma que determine la Ley”. 
20 Sentencia T-173 de 2016.  
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impiden el normal desarrollo de sus actividades laborales y la consecuente 


recepción de los recursos que les permitan ejercer sus derechos subjetivos”21. 


 


Según ha sido interpretado por esta Corporación, los objetivos de la seguridad 


social guardan necesaria correspondencia con los fines esenciales del Estado 


social de derecho “como el servir a la comunidad; promover la prosperidad 


general; garantizar la efectividad de los principios y derechos constitucionales; 


promover las condiciones para una igualdad real y efectiva; adoptar medidas a 


favor de grupos discriminados o marginados; proteger especialmente a 


aquellas personas que por su condición económica, física o mental se 


encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta; y reconocer sin 


discriminación alguna de la primacía de los derechos inalienables de la persona 


como sujeto, razón de ser y fin último del poder político”22.  


 


 CASO CONCRETO 


 


En el caso sub-examine, el Despacho observa como elementos relevantes, los siguientes: 


 


1. Conforme a lo acreditado en el expediente, efectivamente la señora LUZ MILA TAMARA DE LA 


OSSA presentó demanda ordinaria laboral en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 


PENSIONES – COLPENSIONES la cual fue tramitada en primera instancia por el Juzgado Trece 


Laboral del Circuito de Barranquilla (radicado 0800131-050123-2015-0022), despacho que el 27 


de junio de 2016 profirió fallo condenando a la entidad aquí accionada a reconocer y pagar una 


pensión de vejez a favor de la accionante. Esta decisión fue objeto de recursos de apelación 


interpuestos por la demandante y la demandada, por lo que la Sala Primera de Decisión Laboral 


del Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, mediante sentencia de 


segunda instancia expedida el 06 de Agosto de 2018, modificó lo dispuesto por el inferior 


funcional, pero igualmente dejó incólume el reconocimiento y el consecuente pago de una pensión 


de vejez en favor de la señora TAMARA DE LA OSSA. 


 


2. Seguidamente, a través de su apoderada judicial, la accionante presentó ante el Juzgado Trece 


Laboral del Circuito de Barranquilla escrito de solicitud de cumplimiento de sentencia proferida 


dentro del proceso radicado 2015-00220 de esa agencia judicial, así como también decreto de 


medidas cautelares. Este requerimiento fue resuelto mediante auto calendado 30 de mayo de 


2019 absteniéndose el mencionado juzgado laboral de librar mandamiento de pago  en contra de 


la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES así como también de 


las medidas cautelares deprecadas por el apoderado de la señora TAMARA DE LA OSSA. El 


fundamento de dicha negativa fue: 


 


                                                             
21 Ibídem.  
22 Sentencia T-628 de 2007. 
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“Lo anterior conlleva inexorablemente a concluir que a la actual 


ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES si le 


resulta aplicable el plazo de los 10 meses previsto en el artículo 307 del C.G.P., 


al tratarse de una entidad descentralizada de cuyas obligaciones pensionales 


del régimen de prima Media con Prestación Definida la Nación es garante, por 


lo tanto, mientas no se cumpla con este lapso la sentencia condenatoria en 


contra de dicha entidad que sirve de título no resulta exigible por la vía 


ejecutiva. 


 


…se constata que entre la notificación del auto dictado por este Juzgado en 


obedecimiento a lo resuelto por la Sala de Decisión Laboral del Tribunal 


Superior de Distrito judicial de Barranquilla – por anotación en el estado del 28 


de enero de 2019 (fl.465) y la solicitud de cumplimiento o ejecución de 


sentencia del 15 de mayo de 2019 (fls. 469-471), no han transcurrido los diez 


(10) meses exigidos por la norma precitada que resulta aplicable, razón por la 


cual no hay lugar a librar el mandamiento de pago deprecado ante el no 


cumplimiento del término para lograr la exigencia de la sentencia condenatoria 


contra COLPENSIONES que sirve de recaudo ejecutivo, lo que en otras 


palabras significa que la providencia judicial no es exigible todavía con arreglo 


a la norma en comento al no cumplirse con el requisito de exigibilidad del 


artículo 100 del C.P.T.S.S. en armonía con el artículo 422 del Código General 


del proceso”. 


 


3) El artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social es del siguiente tenor: 


“Procedencia de la ejecución. Será exigible ejecutivamente el cumplimiento 


de toda obligación originada en una relación de trabajo, que conste en acto 


o documento que provenga del deudor o de su causante o que emane de una 


decisión judicial o arbitral firme. 


 


Cuando de fallos judiciales o laudos arbitrales se desprendan obligaciones 


distintas de las de entregar sumas de dinero, la parte interesada podrá pedir su 


cumplimiento por la vía ejecutiva de que trata este Capítulo, ajustándose en lo 


posible a la forma prescrita en los artículos 987 y siguientes del Código 


Judicial, según sea el caso”. (Negrita fuera de texto) 


 


El artículo 307 del Código General del Proceso, indica: 


 


 “Ejecución contra entidades de derecho público. Cuando la Nación o una 


entidad territorial sea condenada al pago de una suma de dinero, podrá ser 


ejecutada pasados diez (10) meses desde la ejecutoria de la respectiva 


providencia o de la que resuelva sobre su complementación o aclaración”. 


(Negrita fuera de texto) 
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El artículo 422 ídem indica: 


 


“Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 


expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del 


deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que 


emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 


jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en 


procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 


auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La 


confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero 


sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184”. (Negrita fuera 


de texto) 


 


4) El auto del 30 de Mayo de 201823 proferido por el Juzgado Trece Laboral del Circuito de 


Barranquilla fue objeto de recurso de reposición y en subsidio de apelación por la parte 


demandante, por lo que una vez resuelto la impugnación principal, se remitió el expediente  al 


Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla para que se pronunciara sobre la 


apelación subsidiaria.- No obstante, la apoderada de la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA 


presentó escrito de desistimiento de la alzada, el cual fue aceptado por la Sala Primera de 


Decisión del Tribunal Superior de Distrito Judicial mediante proveído del 28 de Febrero de 2020. 


 


Al realizar un análisis del acervo probatorio contenido en este trámite supralegal, se aprecia que a 


la señora TAMARA DE LA OSSA le fue reconocida una pensión de vejez a cargo de la 


ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES por medio de una 


sentencia judicial.- Igualmente se tiene que la parte accionante intentó obtener el cumplimiento 


judicial de dicha sentencia, es decir el pago de la pensión de la vejez ordenado a partir del 13 de 


Septiembre de 2011, sin observar el término de diez (10) meses previsto en la norma procesal 


aplicable (art. 307 de la Ley 1564 de 2012) por lo que dicho requerimiento era improcedente en 


ese instante procesal, conforme al conteo de términos efectuado por el Juez Trece Laboral del 


Circuito de Barranquilla y que quedó debidamente plasmado en el auto del 30 de Mayo de 2019. 


 


En cumplimiento de la ley adjetiva aplicable, la apoderada de la accionante dentro del trámite 


procesal laboral impugnó la determinación judicial adoptada por el plurimencionado juzgado 


laboral, quien luego de decidir negativamente el recurso de reposición principal envió la actuación 


a su segunda instancia para que se resolviera la apelación subsidiaria la cual fue asignada a la Sal 


Primera de Decisión Laboral del Distrito Judicial de Barranquilla. 


 


No obstante, la parte demandante presentó escrito de desistimiento de la apelación subsidiaria, la 


cual fue aceptada por el Juez Colegiado el 28 de febrero de 2020.- Como fundamento de la 


                                                             
23 Se niega librar mandamiento ejecutivo 



http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#184
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decisión de desistir de la alzada interpuesta en término en contra del proveído por el cual no se 


libró mandamiento de pago contra COLPENSIONES, se señaló: 


 


“Dado que este proceso data del año 2015, en el cual se pretende una pensión 


de vejez, y que previo a ello se evacuó todo el trámite administrativo 


correspondiente, consideramos la no procedencia de que el Juez de primera 


instancia a través de providencia de fecha 30 de Mayo de 2019, estableciera un 


término de 10 meses, para proferir mandamiento de pago, pero dado que este 


término ya ha transcurrido, y aun no se ha resuelto el recurso de apelación, y 


en aras de no dar más espera, consideramos como opción desistir del 


recurso, para proceder a hacer nuevamente la solicitud ante el despacho 


de librar mandamiento de pago, pese a que COLPENSIONES, aún no ha 


emitido la correspondiente Resolución de reconocimiento de la pensión de 


vejez de la señoras LUZ MILA TAMARA, quien ya se encuentra retirada del 


sistema y este es el único recurso o fuente de ingreso para solventar sus 


necesidades”.(Negrillas fuera de texto) 


 


Resulta claro que para el cobro de la sentencia proferida por el Juzgado Trece Laboral del Circuito 


de Barranquilla, modificada y confirmada por el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de 


esta ciudad, debe promoverse un proceso ejecutivo laboral conforme a lo previsto en el Capítulo 


XVI “Procedimientos Especiales – De los Procesos Ejecutivos”  del Código Procesal del Trabajo y 


de Seguridad Social, pues esa es la vía ordinaria legal contemplada por el legislador para ventilar 


dicha controversia jurídica24. 


 


La parte accionante intentó emplear esta vía judicial ante el juzgado de conocimiento de primera 


instancia que profirió el fallo cuyo cumplimiento se pretende y requiere, obteniendo una decisión 


contraria a sus intereses al negarse la expedición del mandamiento ejecutivo el 30 de Mayo de 


2019.- Interpuso los recursos de ley y es así como se le niega la reposición principal y por decisión 


propia de la apoderada de la señora TAMARA DE LA OSSA se desistió de la apelación subsidiara 


ante el Tribunal Superior de Barranquilla, para intentar nuevamente “la solicitud ante el despacho 


de librar mandamiento de pago”.  


 


                                                             
24 DEMANDA EJECUTIVA Y MEDIDAS PREVENTIVAS. Solicitado el cumplimiento por el interesado, y previa 
denuncia de bienes hecha bajo juramento, el Juez decretará inmediatamente el embargo y secuestro de los 
bienes muebles o el mero embargo de inmuebles del deudor, que sean suficientes para asegurar el pago de 
lo debido y de las costas de la ejecución. 
ARTICULO 102. DECRETO DE EMBARGO O SECUESTRO. En el decreto de embargo o secuestro, el Juez 
señalará la suma que ordene pagar, citará el documento que sirva de título ejecutivo y nombrará secuestre, 
si fuere el caso. Si en el decreto se comprenden bienes raíces, se comunicará la providencia inmediatamente 
al Registrador de Instrumentos Públicos para los fines de los artículos 39 de la ley 57 de 1887 y 1008 del 
Código Judicial. 
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Es claro que el proceso ejecutivo laboral brinda la oportunidad al demandante de solicitar medidas 


preventivas (embargo y secuestro) de carácter económico para que sus pretensiones no sean 


ilusorias, las cuales además, tienen un trámite preferencial por lo que decidir sobre su imposición 


no se prolonga en el tiempo. 


 


Ahora bien, la parte actora afirma en su escrito de tutela que si bien se cuenta con la posibilidad 


de intentar iniciar un proceso ejecutivo nuevamente, la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA 


en este caso urge que la accionante cuente con su derecho a la pensión de vejez, “pues así como 


va, donde ya han pasado 9 años en esta lucha, no nos gustaría que Colpensiones saliera con 


una actuación que alargaría este asunto interponiendo recursos, o esperando que se 


embarguen las cuentas para cumplir a la fuerza”. (Negrillas fuera de texto) 


 


Y agrega: “la accionante… no tiene ninguna otra fuente de ingresos, no tiene hijos, ni i (sic) 


esposo que vean por ella, por lo tanto estos recursos son su fuente de subsistencia, esta conducta 


silente de Colpensiones vulnera el derecho a la salud, pues estoy desafiliada del sistema de salud, 


y si estuviera percibiendo su pensión y si la hubieran incluido en nómina, estaría vinculada al 


sistema de seguridad social en salud, estamos en presencia de una persona próxima a cumplir 65 


años de edad, donde se requiere tener el servicio médico con más urgencia, Colpensiones vulnera 


el mínimo vital, pues reitero este es mi única fuente de ingreso..”.  


 


Sin embargo, al expediente constitucional no se anexó ninguna prueba por medio de la cual se 


demostrara, así fuera sumariamente, el grado de debilidad y necesidad de la señora LUZ MILA 


TAMARA DE LA OSSA que le permitiera colegir a esta pretura sobre esta situación.  


 


En ese orden de ideas, en el sub judice no se acredita ninguna de las dos causales establecidas 


por la honorable Corte Constitucional para que aun existiendo un medio legal  ordinario al cual 


acudir para obtener la materialización de su pensión de vejez, este sea ineficaz porque se reitera, 


el proceso ejecutivo laboral permite solicitar medidas preventivas que asegurarían el cumplimiento 


de la sentencia judicial dictada por la jurisdicción ordinaria laboral por parte de la Administradora 


Colombiana de Pensiones – Colpensiones. Y respecto a la posible concreción de un perjuicio 


irremediable a padecer por la accionante al no accederse por vía de tutela a ordenar el pago de 


una sentencia judicial, obviando el procedimiento legal y ordinario, debe el despacho indicar que el 


mismo no fue probado. 


 


Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción de tutela la Corte Constituciona,l expresa: 


 


“Subsidiariedad25 


 


10. El inciso 4º del artículo 86 de la Constitución establece el principio de 


subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela así: 


                                                             
25Este acápite fue retomado parcialmente de la sentencia T-236 de 2018. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
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“[E]sta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 


defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 


para evitar un perjuicio irremediable”. (Negrilla fuera del texto original). 


 


De la norma transcrita se evidencia que si existen otros mecanismos de 


defensa judicial que resulten idóneos y eficaces para solicitar la 


protección de los derechos amenazados o vulnerados, se deberá recurrir 


a ellos de manera prevalente. Sobre el particular, la jurisprudencia 


constitucional ha señalado que cuando las personas acuden a la acción 


de tutela no pueden desconocer las vías judiciales previstas en el 


ordenamiento jurídico, ni pretender que el juez constitucional emita 


decisiones paralelas a las del funcionario que debe conocer el asunto en 


el marco de las competencias ordinarias.26 


 


No obstante, en virtud de lo dispuesto en los artículos 86 Superior y 6º del 


Decreto 2591 de 1991, aunque exista un mecanismo ordinario que permita la 


protección de los derechos que se consideran vulnerados, la tutela es 


procedente si se acredita que este: i) no es idóneo ni eficaz; o ii) a pesar de su 


aptitud general, resulta inminente la configuración de un perjuicio 


irremediable.27 


 


11. Respecto a la idoneidad del mecanismo de defensa judicial al alcance del 


afectado, la Sentencia SU-355 de 201528 determinó que este:  


 


“ha de tener una efectividad igual o superior a la de la acción de tutela para 


lograr efectiva y concretamente que la protección sea inmediata. La idoneidad 


del medio judicial puede determinarse, según la Corte lo ha indicado, 


examinando el objeto de la opción judicial alternativa y el resultado previsible 


de acudir a ese otro medio de defensa judicial.” 


 


De este modo, el juez debe llevar a cabo un análisis del caso particular para 


establecer si la acción ordinaria permite resolver de manera efectiva un asunto 


de dimensión constitucional. 


 


                                                             
26En la sentencia T-313 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño, se estableció: “En efecto, la Constitución y la ley estipulan 
un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio 
pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el 
artículo 2 Superior. Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de 
subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones 
de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las 
jurisdicciones.” 
27Sentencia T-705 de 2012, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
28M.P. Mauricio González Cuervo. 
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12. Ahora bien, respecto al perjuicio irremediable la jurisprudencia 


constitucional ha determinado que se caracteriza: 


  


“(i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por 


suceder prontamente; (ii) por ser grave, esto es, que el daño o 


menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de 


gran intensidad; (iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el 


perjuicio irremediable sean urgentes; y (iv) porque la acción de tutela sea 


impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden 


social justo en toda su integridad.”29 


  


En relación con la gravedad caracterizada en el segundo supuesto, esta 


Corporación ha determinado que es necesario que se demuestre el daño que 


representa una situación determinada para que se justifique la intervención 


del juez constitucional. Lo anterior, con el fin de evitar la configuración de un 


perjuicio irremediable, por lo que antes de esta injerencia se deben evaluar 


las posibilidades que tiene el accionante para defender sus derechos 


fundamentales con los mecanismos ordinarios de defensa judicial y, en 


caso de que lleve a cabo una intervención, debe examinar si el amparo 


constitucional procede de forma definitiva o transitoria. 


 


La jurisprudencia de este Tribunal ha decantado las siguientes reglas 


jurisprudenciales en relación con la procedencia de la acción constitucional 


como mecanismo definitivo: 


  


“a. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto 


grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho 


al mínimo vital, 


  


b. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y 


judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación 


reclamada.     


  


c. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el 


medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de 


los derechos fundamentales presuntamente afectados y 


  


d. Que exista “una mediana certeza sobre el cumplimiento de los requisitos de 


reconocimiento del derecho reclamado.”30  


 


                                                             
29Sentencia T-896 de 2007, M.P. Manuel José Cepeda. 
30 Sentencia T-090 de 2019, M.P. José Fernando Reyes Cuartas. 
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13. Ahora bien, esta Corporación ha establecido que la procedencia de la 


acción de tutela para el reconocimiento y pago de prestaciones pensionales se 


sujeta a las siguientes reglas:  


 


“(i) procede como mecanismo transitorio, cuando a pesar de la existencia de un 


medio ordinario de defensa para el reconocimiento de la prestación, este no 


impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, conforme a la especial 


situación del peticionario31; (ii) procede la tutela como mecanismo definitivo 


cuando el medio ordinario dispuesto para resolver las controversias, no es 


idóneo y eficaz, conforme a las especiales circunstancias del caso que se 


estudia32. Además, (iii) cuando la acción de tutela es promovida por personas 


que requieren especial protección constitucional, como los niños y niñas, 


mujeres cabeza de familia, personas en condición de discapacidad, personas 


de la tercera edad, entre otros, el examen de procedibilidad de la acción de 


tutela es menos estricto, a través de criterios de análisis más amplios, pero no 


menos rigurosos33.”34 


 


En este sentido, la Sentencia T-087 de 201835 especificó que, en estos 


casos, el amparo constitucional procede cuando la falta de pago de la 


prestación genera un alto grado de vulneración de los derechos 


fundamentales del afectado, y se ha desplegado cierta actividad 


administrativa y judicial por el interesado.  


 


Asimismo, la Sentencia T-222 de 201836 recordó los criterios que el juez debe 


valorar para establecer si los medios para solicitar la prestación social son 


eficaces e idóneos37:  


 


“(i) la edad del accionante, puesto que las personas de la tercera edad son 


sujetos de especial protección constitucional; (ii) su estado de salud y las 


condiciones de vulnerabilidad en las que pueda encontrarse; (iii) la composición 


de su núcleo familiar; (iv) las circunstancias económicas en las cuales se 


encuentra; (v) que se haya agotado cierta actividad administrativa y judicial 


tendiente a obtener el reconocimiento del derecho; (vi) el tiempo transcurrido 


                                                             
31 Sentencias T–800 de 2012, MP Jorge Iván Palacio Palacio; T–859 de 2004 MP Clara Inés Vargas. 
32 Sentencias T–800 de 2012, MP Jorge Iván Palacio Palacio; T–436 de 2005 MP Clara Inés Vargas, y T–108 
de 2007, MP Rodrigo Escobar Gil, entre otras. 
33 Sentencias T–328 de 2011, MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; T-456 de 2004, MP Jaime Araujo Rentería, y 


T-789 del 11 de septiembre de 2003, MP Manuel José Cepeda Espinosa, entre otras. 
34 T-471 de 2017, MP Gloria Stella Ortiz Delgado. 
35 MP Gloria Stella Ortiz Delgado. 
36 MP Gloria Stella Ortiz. 
37 Esta sentencia indica que este planteamiento ha sido reiterado pacíficamente en las sentencias T-634 de 


2002, MP Eduardo Montealegre Lynett; T-649 de 2011 y T-079 de 2016, MP Luis Ernesto Vargas Silva; y T-
379 de 2017, MP Alejandro Linares Cantillo. 
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entre la primera solicitud y la interposición del amparo constitucional; (vii) su 


grado de formación escolar y el posible conocimiento que tenga acerca de la 


defensa de sus derechos y, por último, (viii) que tenga cierto nivel de convicción 


sobre la titularidad de los derechos reclamados.” 


 


Por lo tanto, el juez de tutela debe valorar cuáles son las circunstancias 


personales del accionante para determinar si las herramientas judiciales 


ordinarias son idóneas y efectivas. En caso de que no lo sean, el accionante 


puede reclamar por vía del amparo constitucional el derecho a percibir el pago 


de prestaciones pensionales, puesto que pueden verse afectadas garantías 


superiores”.  


 


En este caso concreto, la accionante interpuso acción de tutela porque Colpensiones no  ha 


cumplido con la sentencia judicial que le reconoció su pensión de vejez. Es importante señalar que 


la apoderada de la señora TAMARA DE LA OSSA presentó demanda ejecutiva laboral para 


obtener mandamiento de pago en ese sentido, pretensión que le fue negada por no cumplir el fallo 


con el requisito de exigibilidad ya que no había transcurrido el término legal de 10 meses 


previsto en el artículo 307 del Código General del Proceso y aunque se interpusieron los 


recursos de ley esta determinación adoptada por el juzgado Trece Laboral del Circuito de 


Barranquilla quedó en firme ante el desistimiento efectuado respeto de la apelación 


subsidiaria. 


 


Ahora bien, se afirma que la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA cuenta con 64 años (hecho 


que está acreditado con una copia de la cédula de ciudadanía38) y que no tiene ningún otro medio 


de subsistencia sin que, itera esta agencia judicial, se demuestre sumariamente esta aseveración 


En síntesis, el despacho debe resaltar dos situaciones de singular importancia, cuales son:  i) 


Precisar que la acción de tutela no está instituida para desconocer o desplazar los mecanismos 


judiciales consagrados para  dirimir contiendas o exigir cumplimientos de obligaciones contenidas 


en  sentencias judiciales; Tampoco tiene la virtud de sustituir los remedios jurisdiccionales ni 


alternar con las acciones o medios de control consagrados por el ordenamiento jurídico, en razón 


a su naturaleza subsidiaria y residual que le caracteriza, pues, está en juego el instituto de 


raigambre constitucional  del Juez Natural; y, ii) no se puede plantear hipótesis o eventualidades 


para no acudir al medio legal ordinario. 


 


Por lo tanto, teniendo en cuenta el acervo probatorio militante en el presente trámite constitucional, 


no se cuentan con los elementos de cognición necesarios para aplicar la excepción al principio de 


subsidiariedad de la acción de tutela motivo por el cual este Juzgado no tutelará los derechos 


fundamentales cuya protección fue deprecada en el libelo introductor y de contera se abstendrá de 


ordenar a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, a pagar 


una pensión de vejez a partir del 13 de septiembre de 2011 en cuantía de 1 salario mínimo legal 


                                                             
38 Ver anexo contentivo del escrito de tutela presentado en contra del Juzgado Trece Laboral del Circuito de 
Barranquilla 
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mensual vigente por contar la señora LUZ MILA TAMARA DE LA OSSA con un medio legal 


ordinario idóneo para lograr el cumplimiento material de la sentencia proferida por la Jurisdicción 


laboral.  


 


En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo Oral De Barranquilla, 


administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 


 


 


RESUELVE: 


 
PRIMERO: NEGAR por improcedente la acción de tutela impetrada por la señora LUZ MILA 


TÁMARA DE LA OSSA, identificada con la cédula de ciudadanía No.64.544.999, a través de 


apoderada contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, 


por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 


 


SEGUNDO: REMITIR la presente decisión a la Honorable Corte Constitucional, si no fuera 


impugnada, para su eventual revisión en los términos y forma señalados en el decreto estatutario 


2591 de 1991, el Consejo Superior de la Judicatura y  la Corte Constitucional 


  


TERCERO: Háganse las anotaciones y registros respectivos 


 


SEXTO Háganse las anotaciones y registros de rigor. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 
 
 
 
 
 
 


 


NOTIFICACION POR ESTADO 
LA ANTERIOR PROVIDENCIA SE NOTIFICA POR 


ESTADO ELECTRONICO 
N°      091    DE HOY 12 DE AGOSTO DE 2020 A 


LAS 8:00 A.M 


 
JESUS MARIA DOMINGUEZ NAVARRO 


SECRETARIO  
 


SE DEJA CONSTANCIA QUE SE LE DIO 
CUMPLIMIENTO AL ARTICULO 201 DEL CPACA 
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